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Resumen 

Este artículo explica por qué algunas comunidades indígenas en México han podido resistir 

los intentos de los cárteles de la droga de conquistar sus gobiernos locales, poblaciones y 

territorios y otras no. Aunque los sistemas normativos indígenas dotan a las comunidades 

de mecanismos internos de rendición de cuentas que le dificultan al narco tomar el control, 

estas instituciones resultan insuficientes para contener al narco. A partir de una 

comparación de dos regiones indígenas de las sierras de Guerrero y Chihuahua – dos zonas 

ideales para el cultivo y tráfico de drogas – mostramos que las comunidades más capaces 

de resistir la conquista del narco son las que han sido parte de una larga historia de 

movilización social, mediante la cual han logrado expandir los sistemas normativos locales 

para construir regímenes de autonomía étnica regionales. Al escalar las prácticas locales de 

rendición de cuentas a nivel regional y desarrollar redes supralocales de cooperación, los 

movimientos indígenas han desarrollado los mecanismos de control interno y de protección 

externa que les permiten a las comunidades evitar que los narcos corrompan a sus 

autoridades locales, recluten a sus jóvenes y establezcan regímenes de gobernanza criminal 

mediante la fuerza.  

 

 

 

 

 

                                                           
1 El texto original de este artículo fue escrito en inglés: Sandra Ley, Shannan Mattiace and Guillermo Trejo. 

2019. “Indigenous Resistance to Criminal Governance: Why Regional Ethnic Autonomy Institutions Protect 

Communities from Narco Rule in Mexico”. Latin American Research Review 54(1): 181-200. Traducción a 

cargo de Alejandra Quezada Tirado y Guillermo Trejo. 
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Después de dieciséis años de guerras entre cárteles por el control de las rutas del narcotráfico, 

la violencia del narcotráfico en México alcanzó nuevos niveles tras la intervención federal de 

2006, cuando el presidente Felipe Calderón declaró la guerra a los cárteles y desplegó al 

ejército en las regiones más conflictivas del país. La guerra contra el narco llevó a que los 

cinco cárteles dominantes de México se fragmentaran en nuevos cárteles y en cientos de 

pequeños grupos criminales, derivando en la proliferación de múltiples guerras en regiones 

urbanas y rurales (Guerrero 2012). Para financiar estas guerras, los cárteles y cientos de 

grupos criminales expandieron sus actividades a una amplia gama de industrias criminales, 

incluyendo el secuestro, la extorsión, la trata de personas, el saqueo de recursos naturales y la 

captura de recursos públicos municipales. Mientras que entre 1990 y 2006 las víctimas de las 

guerras entre cárteles fueron principalmente miembros del narco y sus ejércitos privadas, a 

partir de 2006 los grupos del crimen organizado comenzaron a atacar a civiles y a autoridades 

de gobiernos municipales. A diferencia del pasado, cuando luchaban principalmente para 

controlar las rutas del narcotráfico, después de 2006 los cárteles y sus aliados criminales 

utilizaron la violencia para obtener el control de facto sobre los gobiernos municipales, las 

poblaciones y los territorios, con el propósito de desarrollar regímenes de gobernanza criminal 

subnacionales.  

A medida que las guerras criminales se expandieron de los principales centros urbanos 

de México a las zonas rurales del país, los cárteles fijaron su mirada en las regiones indígenas, 

en particular en los sistemas montañosos que corren del norte al sur. Estos corredores serranos 

son lugares ideales para el cultivo de marihuana y amapola, además de ser regiones 

abundantes en minerales y bosques. Son también corredores estratégicos para el tráfico de 

mercancías ilegales, ya que cuentan con múltiples vías de comunicación que conectan los 

puertos marítimos a lo largo de la costa del Pacífico con la frontera entre México y Estados 

Unidos. 

Aunque en los últimos años los cárteles y otros grupos del crimen organizado han 

intentado convertirse en gobernantes de facto de las regiones montañosas indígenas de 

México, su tasa de éxito ha sido desigual. De hecho, varios estudios han señalado que, en 

comparación con los centros urbanos, la presencia de múltiples grupos criminales y el 

estallido de guerras territoriales en las regiones indígenas del país han sido relativamente 

limitados (Romero y Mendoza 2015). 
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A partir de argumentos seminales sobre la capacidad inherente a grupos pequeños para 

proporcionar bienes públicos y de argumentos sobre la capacidad de comunidades 

internamente cohesionadas para salvaguardar recursos comunales (Ostrom 1990), diversos 

investigadores sugieren que las instituciones indígenas tradicionales y las prácticas comunales 

en México empoderan a las comunidades para resolver problemas de acción colectiva y 

convertirse en proveedores de bienes públicos más eficaces. En un importante artículo, Díaz-

Cayeros, Magaloni y Ruiz-Euler (2014) muestran que los gobiernos municipales tienden a 

proporcionar bienes públicos de manera más efectiva en comunidades indígenas donde las 

decisiones públicas se toman en asambleas comunitarios, en donde el servicio comunitario es 

obligatorio y en donde los consejos de ancianos participan activamente en la resolución de 

conflictos locales a través de prácticas judiciales consuetudinarias. Estos mecanismos 

comunitarios de rendición de cuentas y participación colectiva se traducen en una distribución 

más equitativa de los servicios públicos y de la educación entre los habitantes de los pueblos 

indígenas. 

En este artículo nos preguntamos si estos sistemas consuetudinarios de usos y 

costumbres que facilitan una distribución más efectiva e igualitaria de los recursos 

económicos permiten también que las comunidades indígenas disuadan a los cárteles de tomar 

el control de sus gobiernos, poblaciones y territorios. ¿Acaso los mecanismos comunitarios 

que facilitan la cooperación en la provisión de servicios públicos operan igualmente en el área 

de seguridad, cuando las comunidades tienen que enfrentarse colectivamente a poderosos 

cárteles y grupos criminales? 

En el artículo argumentamos que si bien los sistemas de usos y costumbres generan 

mecanismos de rendición de cuentas comunitarios que le dificultan a los narcos tomar el 

control de los pueblos indígenas, éstos son insuficientes para proteger a las comunidades de la 

penetración del narcotráfico. Nuestro alegato principal es que las comunidades que pueden 

resistir la conquista del narco son aquellas que cuentan con una larga historia de movilización 

social en la cual los movimientos indígenas han desempeñado un papel clave en la articulación 

de comunidades y pueblos mediante la construcción de lazos supralocales de confianza y 

solidaridad y a través de la rearticulación de sistemas comunitarios en regímenes de 

autonomía étnica regional. Al escalar las prácticas locales de rendición de cuentas al nivel 

regional y desarrollar redes supralocales de cooperación, los movimientos indígenas han 
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logrado desarrollar mecanismos de control interno y de protección externa que permiten a las 

comunidades indígenas prevenir que los narcos corrompan a las autoridades locales, recluten a 

hombres jóvenes en sus filas e impongan su dominio por la fuerza. 

Desarrollamos nuestro argumento a partir de una comparación entre dos regiones 

montañosas indígenas que tienen sorprendente similitud: la región de La Montaña/Costa Chica 

del estado de Guerrero, al sur del país, y la Sierra Tarahumara en el estado de Chihuahua, al 

norte de México. Se trata de dos estados líderes en el cultivo de la amapola y dos corredores 

estratégicos para el narcotráfico, donde los cárteles han estado involucrados en feroces guerras 

por el control territorial. En estas dos regiones, las comunidades indígenas se rigen por usos y 

costumbres. Sin embargo, los habitantes de La Montaña y Costa Chica de Guerrero han 

podido resistir y contener a los narcos, mientras que en Chihuahua los narcos dominan la 

región por la fuerza. La comparación ofrece una prueba plausible de que las redes supralocales 

de cooperación y la construcción de instituciones étnicas regionales con policías y sistemas de 

justicia comunitaria – resultado de décadas de movilización – distinguen a La Montaña y 

Costa Chica de Guerrero de la Sierra Tarahumara. 

Construimos nuestro alegato a partir de más de treinta entrevistas a profundidad con 

líderes comunitarios, clérigos católicos, miembros de organizaciones cívicas y de derechos 

humanos y asesores externos de comunidades indígenas en Guerrero y Chihuahua. Llevamos a 

cabo un ejercicio simultáneo de rastreo de procesos y mecanismos causales para dar cuenta de 

las experiencias radicalmente diferentes de resistencia frente al narco de dos regiones 

relativamente similares.2

Nuestros hallazgos muestran que un factor clave que explica la divergencia entre los dos 

estados es que tras una década de intensa movilización por la tierra y los derechos indígenas en 

Guerrero, los movimientos indígenas de La Montaña/Costa Chica desarrollaron a partir de los 

sistemas consuetudinarios de las comunidades un sistema regional policial y de justicia – la 

Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias-Policía Comunitaria (CRAC-PC) – que ha 

logrado en gran medida contener a los narcos. Es un sistema en el que las asambleas comunitarias 

seleccionan, supervisan y sancionan a los miembros de la comunidad que sirven como policías y 

fiscales regionales y en el que las normas comunitarias impiden que los narcos capturen 

                                                           
2 Entrevistamos a miembros del clero católico, líderes comunitarios y asesores en Guerrero en julio de 2016 

(Acapulco) y en enero de 2017 (San Luis Acatlán) y a líderes sociales y activas de la Tarahumara en enero de 2017 

(Ciudad de Chihuahua). Las graves condiciones de seguridad en la zona no nos permitieron viajar a la Sierra Tarahumara. 
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fácilmente a la policía y al sistema de justicia. Debido a que el servicio comunitario en las 

actividades policiales y fiscales no es remunerado y es una fuente de honor y prestigio, el sistema 

proporciona motivaciones normativas adicionales de autocontrol que llevan a los miembros de la 

policía comunitaria y a los fiscales a repeler y perseguir a los narcos en lugar de coludirse con 

ellos. Más allá de los mecanismos de control interno, las redes supralocales, construidas a lo 

largo de décadas de movilización, facilitan el flujo de información entre cientos de comunidades 

de la región y fomentan los lazos de solidaridad que le permiten a las comunidades pedir auxilio a 

las policías de comunidades vecinas para defender las fronteras externas del sistema contra la 

invasión de los narcos. 

A diferencia de La Montaña/Costa Chica en Guerrero, la ausencia de poderosos 

movimientos indígenas que pudieran haber desarrollado instituciones de autonomía étnica 

regional en la Sierra Tarahumara en Chihuahua ha inhibido a las comunidades – relativamente 

aisladas – de la Tarahumara resistir la conquista del narco. Sin acceso a redes supralocales para 

defender colectivamente las fronteras de la Tarahumara, los mecanismos de control interno de los 

pueblos han sido insuficientes para evitar que los narcos se apoderen de sus tierras, su gente y su 

territorio. 

Como prueba de validez externa, presentamos los resultados de un análisis estadístico en 

881 municipios indígenas en 20 estados mexicanos que muestran que las condiciones que 

facilitan el surgimiento de la gobernanza criminal son relativamente menores en municipios en 

donde una larga historia de movilización indígena resultó en la construcción de instituciones de 

autonomía étnica regional. Este hallazgo sugiere que los mecanismos de resistencia que hemos 

identificado en Guerrero, y que están ausentes en Chihuahua, se pueden encontrar en otras 

regiones del país y por ende no son exclusivos a Guerrero. 

 

Gobernanza criminal y resistencia social: Pautas teóricas 

En la literatura de crimen organizado, el concepto de gobernanza criminal se suele asociar con la 

capacidad de los grupos mafiosos para regular y proteger múltiples mercados criminales 

(Gambetta 1993). Sin embargo, en nuestro estudio seguimos a Arias (2017) quien utiliza el 

concepto de gobernanza criminal para describir los controles de facto que los grupos del crimen 

organizado ejercen sobre poblaciones, gobiernos y territorios subnacionales. En su influyente 

estudio sobre el tráfico de drogas en Brasil, Jamaica y Colombia, Arias demuestra que las bandas 
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de narcotraficantes están interesadas en gobernar no sólo el inframundo criminal, sino también 

los procesos sociales y políticos dentro de dominios territoriales específicos. Arias describe a los 

grupos del crimen organizado como grupos armados territoriales que utilizan la coerción y la 

corrupción para influir en los procesos electorales locales, la provisión local de seguridad, la 

asignación de recursos públicos y la participación en organizaciones de la sociedad civil. Los 

controles sobre estos procesos sociopolíticos les permiten asegurar el control sobre el inframundo 

criminal. 

A diferencia de Arias, quien estudia a pandillas y narcomenudistas que ejercen la 

gobernabilidad criminal en colonias y vecindarios, nosotros nos enfocamos en espacios 

territoriales más amplios en los que la gobernanza incluye a varios municipios contiguos. Aunque 

en estos espacios los alcaldes operan como la autoridad de jure del municipio, los grupos del 

crimen organizado crean regímenes subnacionales de gobernanza criminal en el momento en el 

que 1) ejercen el monopolio de facto de la violencia; 2) controlan el nombramiento de 

funcionarios clave dentro de los gobiernos municipales; 3) controlan la tributación local de facto; 

4) definen las reglas del ejercicio de las actividades económicas, sociales y políticas locales; y 5) 

establecen controles informales sobre los límites territoriales. 

La literatura especializada se ha centrado en tres factores que permiten a los grupos 

criminales desarrollar regímenes de gobernanza criminal a nivel subnacional: la riqueza 

municipal, las necesidades de la guerra y las oportunidades políticas. Como lo muestra Chacón 

(2018), para financiar sus disputas territoriales los grupos armados en Colombia han utilizado la 

violencia en contra de alcaldes para capturar las transferencias fiscales de los gobiernos 

nacionales a los municipios. Blume (2017) y Trejo y Ley (2019) muestran que los cárteles en 

México atacan más comúnmente a las autoridades municipales y buscan capturar a los gobiernos 

locales en zonas donde las guerras entre cárteles son más intensas. Trejo y Ley (2019) también 

muestran que los cárteles y los grupos de la delincuencia organizada tienen más probabilidad de 

desarrollar regímenes de gobernanza criminal en municipios en los que las autoridades federales 

han desprotegido a sus rivales políticos que gobiernan en espacios locales. 

Si bien estos factores ayudan a explicar la dinámica de la gobernanza criminal en las 

regiones urbanas y rurales de México, no explican plenamente la gobernanza criminal en las 

regiones indígenas. La Tarahumara en Chihuahua y La Montaña y Costa Chica en Guerrero 

tenían un atractivo de económico similar para el narco. Tanto en Chihuahua como en Guerrero 
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cárteles y grupos criminales entraron en prolongadas guerras territoriales por el trasiego de la 

droga y otros mercados criminales y, entre 2006 y 2012, ambos estados fueron gobernados por 

gobernadores de oposición que quedaron desprotegidos por las autoridades federales. Sin 

embargo, la Sierra Tarahumara cayó bajo el control del narco, mientras que La Montaña y Costa 

Chica en Guerrero resistió el embate del narco. 

En este trabajo intentamos ir más allá de un enfoque centrado en las necesidades de los 

cárteles y en la vulnerabilidad de los gobiernos municipales y por ello, a partir de diversos 

estudios de resistencia civil en contextos de guerras civiles, centraremos la discusión en la 

capacidad colectiva de las comunidades indígenas para resistir la invasión de los cárteles. 

Sugerimos que la resistencia social frente a grupos armados podría ser una de las principales 

variables omitidas en este debate emergente sobre los determinantes de la gobernanza criminal. 

 

Resistencia social a la gobernanza criminal 

La resistencia social frente a los embates de actores armados no estatales se ha convertido 

en un tema central en el estudio de la guerra civil. Arjona (2016) ha desarrollado un importante 

argumento sobre cómo la calidad de las instituciones sociales de la preguerra puede ser un factor 

clave que explique por qué algunas comunidades son capaces de resistir a los intentos de los 

grupos armados no estatales para apoderarse de sus pueblos. En su estudio sobre la gobernanza 

rebelde en la guerra civil de Colombia, Arjona muestra que las comunidades que desarrollaron 

instituciones sociales legítimas antes de la guerra poseían el capital social para resistir los 

intentos de los grupos armados por convertirse en gobernantes de facto. 

Aunque tomamos como punto de partida los hallazgos de Arjona, hacemos una distinción 

importante entre instituciones y movimientos sociales. Centrándonos en las comunidades 

indígenas mexicanas, distinguimos entre los usos y costumbres de los pueblos indígenas y los 

movimientos sociales pan-indígenas. Esta distinción entre instituciones (locales) informales de 

las comunidades y movimientos sociales (regionales) es crucial para ayudarnos a desarrollar 

nuestra hipótesis sobre las diferentes capacidades de las comunidades para resistir el dominio del 

narcotráfico. 

Las prácticas institucionales locales e informales de autogobierno comunitario se rigen 

por los sistemas de usos y costumbres. Si bien las reglas de estos sistemas han cambiado con el 

tiempo y varían entre regiones, hay dos prácticas institucionales entrelazadas que son comunes a 
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todos los sistemas. La primera es que, en sintonía con principios de democracia directa, las 

decisiones de la comunidad se toman a través de asambleas comunitarias. La segunda es que, 

aunque la colectividad reina en las comunidades, el poder individual, el prestigio y el honor se 

logran a través de años de servicio comunitario no remunerado que constituyen el sistema de 

cargos – un sistema de trabajo comunitario obligatorio. Las asambleas generalmente eligen a las 

personas con una larga historia de servicio a la comunidad para que desempeñen un papel clave 

en la procuración de justicia local. Estas instituciones informales de los pueblos coexisten con las 

instituciones formales de los municipios y las autoridades electas. 

Los movimientos indígenas son redes sociales supralocales que conectan a los miembros 

de varios pueblos indígenas en la articulación de exigencias públicas al estado. México 

experimentó una importante ola de movilización indígena en el último cuarto del siglo XX 

(Mattiace 2003; Trejo 2012). Con el apoyo de la Iglesia Católica, partidos de oposición 

(izquierda) y miembros progresistas de organismos estatales, en los años setenta y ochenta 

surgieron a lo largo del país movimientos indígenas por la tierra. En los años noventa, estos 

movimientos ampliaron su menú de demandas para incluir el derecho a la autonomía étnica y a la 

autodeterminación. Debido a que el Estado mexicano sólo otorgó derechos étnicos limitados a las 

comunidades indígenas, los movimientos recurrieron al Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo – el cual reconoce el derecho de las comunidades y los pueblos a la 

autonomía y la autodeterminación – para justificar en el derecho internacional el desarrollo de 

regímenes de autonomía regional de facto en los estados del sur y del centro del país. 

Si bien reconocemos que los sistemas de usos y costumbres generan importantes normas 

sociales de rendición de cuentas y participación comunitaria, argumentamos que, por sí mismas, 

estas instituciones informales no empoderan a las comunidades con la infraestructura social 

adecuada para resistir y contener los embates de los cárteles. A pesar de su cohesión interna, 

pueblos aislados de mil habitantes no pueden hacer frente a poderosos cárteles ni a sus milicias 

privadas. Nuestro argumento es que cuando los movimientos indígenas son capaces de ampliar 

estas instituciones comunitarias para conectar cientos de pueblos a través de regímenes de 

autonomía étnica regional, las comunidades se dotan de la infraestructura social e institucional 

para impedir que los cárteles conquisten sus comunidades. Estas instituciones de autonomía 

étnica regional surgen a partir de largas historias de movilización indígena en las que diferentes 

tradiciones organizativas – desde las prácticas consuetudinarias indígenas hasta la teología de la 
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liberación y las tradiciones de la izquierda política secular – se entretejen para crear nuevas 

instituciones sociales y redes supralocales. 

Un factor importante que distingue a los pueblos indígenas es su nivel de participación en 

movimientos sociales y en experiencias de movilización social independiente. Como sugieren 

Mattiace (2003) y Yashar (2005), los movimientos indígenas empoderan a los pueblos para que 

se conecten con otros pueblos en la búsqueda de objetivos comunes como la redistribución de la 

tierra o la autonomía étnica. Estos vínculos permiten a las comunidades escalar su 

reivindicaciones locales a nivel regional o nacional y las empoderan para resistir respuestas 

represivas del Estado o de otros actores: si los líderes de una comunidad se convierten en blanco 

de la represión estatal o de ataques de grupos armados no estatales, comunidades vecinas 

conectadas a través de estas redes supralocales pueden acudir a su rescate e impedir que el 

movimiento se derrumbe (Trejo 2012). 

Argumentamos que estas redes supralocales forjadas a lo largo de décadas de 

movilización facultan a las comunidades para resistir y contener a los carteles a través de dos 

mecanismos: 1) la cooperación y la solidaridad de otras comunidades conectadas a estas redes 

empodera a cada comunidad al multiplicar su fuerza, proporcionando protección externa contra la 

conquista de cárteles y 2) esta protección externa sirve como salvaguarda de los controles 

internos de rendición de cuentas asociados con los sistemas de usos y costumbres, los cuales 

protegen a las comunidades y a sus autoridades del poder corruptor de los narcos. 

Para los cárteles, tener acceso a redes informales de protección gubernamental es clave 

para el control de mercados ilegales. Diversos estudios sobre el narcotráfico en México han 

demostrado que los miembros de las fuerzas armadas, las policías estatales y municipales y los 

funcionarios del sistema judicial han desempeñado un papel crucial en el desarrollo de estas redes 

informales de protección para el narco (Snyder y Durán-Martínez 2009; Trejo y Ley 2018). En un 

contexto de amplia colusión entre los grupos del crimen organizado y los agentes de seguridad 

del estado, es crucial para las comunidades indígenas desarrollar instituciones informales que 

sean autónomas de la interferencia del estado y que faciliten mecanismos de control interno y 

protección externa para disuadir la colusión de las autoridades indígenas locales con los señores 

del narco. 
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Una comparación de dos sierras 

Dentro del universo de municipios mexicanos, la Figura 1 identifica 881 municipios indígenas 

con al menos 10% de hablantes de lenguas indígenas. El mapa destaca las dos regiones para la 

comparación: la Sierra Tarahumara (Chihuahua) y la región de La Montaña y Costa Chica 

(Guerrero). Estas regiones comparten un número notable de características, resumidas en la 

Tabla 1, que son pertinentes para explicar la gobernanza criminal y la resistencia social. 

 

 

Figura 1: Municipios indígenas en México, 2010. Fuente: INEGI (2010). 

 

Condiciones similares 

La región de La Montaña y Costa Chica y la Sierra Tarahumara tienen un gran atractivo 

comercial para los cárteles. Ambos son lugares montañosos, remotos e ideales para el cultivo de 

marihuana y amapola. Estimaciones basadas en incautaciones militares de plantaciones de droga 

revelan que el cultivo de amapola en los municipios que rodean el área bajo el control de la 

CRAC-PC en el oriente de Guerrero es equivalente al cultivo en la Tarahumara. Ambas regiones 

son, también, corredores ideales para el tráfico de drogas: Chihuahua limita con Estados Unidos, 



 

 11 

mientras que Guerrero, al limitar con la costa del Pacífico, es un punto de desembarco para los 

cargamentos de droga de Sudamérica y un punto de salida para el comercio ilegal con Asia. 

Las dos regiones comparten condiciones económicas propicias para el desarrollo de 

regímenes subnacionales de gobernanza criminal. La Montaña y Costa Chica (aproximadamente 

150, 000 habitantes indígenas) y la Tarahumara (aproximadamente 125, 000 habitantes 

indígenas) son las regiones rurales más empobrecidas de México. La mayoría de los hogares en la 

región de La Montaña de Guerrero practican la agricultura de subsistencia y algunos de los 

hogares de Costa Chica son pequeños productores de café. La mayoría de los hogares realizan 

migración temporal para complementar sus ingresos. Los hogares en la Tarahumara en 

Chihuahua se especializan en la agricultura de subsistencia y también se dedican al trabajo 

migratorio temporal. La liberalización de la tenencia de la tierra en la década de 1990 y el retiro 

de los subsidios estatales provocaron una importante crisis rural y le abrió una oportunidad 

inigualable a los cárteles para reclutar activamente a familias indígenas de las zonas serranas de 

diferentes partes del país, incluidos Guerrero y Chihuahua, para cultivar amapola. 

Tanto Guerrero como Chihuahua experimentaron el estallido de cruentas guerras entre 

cárteles en la década de 1990 y principios de 2000. La guerra del Estado contra el narco y el 

despliegue del ejército a lo largo del territorio nacional en 2007 provocó la fragmentación de los 

principales cárteles y los grupos criminales resultantes entraron pronto en conflictos bélicos. 

Entre 2007 y 2017 la violencia en ambos estados se multiplicó por seis y múltiples cárteles y 

grupos criminales lucharon no sólo por el control del trasiego de la droga sino también por el 

desarrollo de regímenes subnacionales de gobernanza criminal. 

Las similitudes entre ambas regiones también tocan a las instituciones indígenas. Aunque 

sus instituciones adoptan formas diferentes, las comunidades indígenas de la región de La 

Montaña y Costa Chica y la Sierra Tarahumara se basan en el derecho consuetudinario y en 

sistemas tradicionales de usos y costumbres. En ambos, un sistema de cargos define las 

responsabilidades individuales con la comunidad y vincula el servicio al poder comunal. Las 

asambleas comunitarias eligen a las autoridades indígenas y las personas con una trayectoria más 

activa de servicio comunitario suelen ser elegidas para ocupar cargos de autoridad. Las asambleas 

y las autoridades locales abrevan del derecho consuetudinario indígena para resolver conflictos 

civiles locales. 
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Tabla 1: Comparativo de Guerrero y Chihuahua. 
 Guerrero (Montaña/Costa Chica) Chihuahua (Sierra Tarahumara) 

Atractivo para los narcotraficantes 

Montañoso y lejano Sierra Madre Occidental Sierra Madre del Sur  

 

Cultivo de drogaa Amapola/marihuana Amapola/marihuana 

 

Región limítrofe Océano Pacífico Frontera México-EUA 

 

Recursos naturales Minerales/bosques Minerales/bosques 

 

Condiciones propicias para la conquista del narcotráfico 

Producción agrícola, área 

cultivadab 

Maíz/café 

Maíz: 52% 

Maíz/frijol 

Maíz: 21% 

Frijol: 14% 

  

Pobreza (índice de 

marginación promedio)c 

 

58.1 55.5 

Guerras del narcotráficod 

Actores en conflicto Sinaloa vs. Golfo (Zetas), pre-2007 

Guerra de actores múltiples, post-

2007 

 

Juárez vs. Sinaloa, pre-2007 

Guerra de actores múltiples, post-

2007 

Despliegue militar en el estado SÍ SÍ 

 

Infraestructura de resistencia social  

Usos y costumbres al nivel del 

pueblo 

 

SÍ SÍ 

 

Historia de movilización 

indígena, 1975-2000e, derivan 

en el desarrollo de regímenes 

de autonomía étnica regional 

 

SÍ 

Eventos de protesta: 256 

NO 

Eventos de protesta: 73 

Resultado 

Resistencia social a 

gobernanza criminal 

SÍ NO 

a Sedena (2016).  
b INEGI (2009).  
c CONAPO (2010).  
d Kyle (2015), Mayorga (2016).  
e Trejo (2012). 

 

 

                                                           
a  Sedena (2016). 
b  INEGI (2009). 
c  CONAPO (2010). 
d  Kyle (2015), Mayorga (2016).  
e  Trejo (2012).  
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Diferentes procesos sociales 

Una diferencia crucial entre estas dos regiones son sus antecedentes de movilización social y el 

desarrollo de instituciones de autonomía étnica regional. En La Montaña de Guerrero, una 

variedad de movimientos indígenas formó parte de múltiples ciclos de protesta en la década de 

1980, mientras que las comunidades indígenas en la Tarahumara permanecieron en su mayoría 

desconectadas y débilmente movilizadas. En Guerrero, estas experiencias de movilización por la 

tierra, apoyos agrarios y derechos indígenas condujeron en la década de 1990 condujeron al 

desarrollo de uno de los sistemas de autonomía étnica regional más notables del país: la creación 

de la CRAC-PC – un sistema indígena judicial y policial que ha operado en once municipios de 

la región de La Montaña y Costa Chica desde 1995. 

La CRAC-PC es el resultado de una extensa historia de movilización en la que se 

superponen varias tradiciones culturales, políticas y religiosas (Sierra 2015). Como nos informó 

un asesor de la CRAC-PC, “la policía comunitaria es el resultado institucional de múltiples 

experiencias organizativas y de movilización”. Tres grupos que operaban en la región en la 

década de 1980 desempeñaron un papel clave en este proceso: las fuerzas seculares de izquierda, 

los funcionarios estatales progresistas y la Iglesia Católica. 

Asistidos por grupos disidentes comunistas y socialistas a lo largo de la década de 1980, 

ejidatarios y miembros de ejidos colectivos de La Montaña y Costa Chica crearon poderosos 

movimientos regionales para la comercialización agrícola. Con el acompañamiento de ex-

empleados gubernamentales de izquierda que habían trabajado en agencias estatales de 

comercialización de productos agrícolas, las comunidades desarrollaron cooperativas productoras 

de maíz y café (Johnson 2007). Acompañadas por un clero católico formado en la teología de la 

liberación, las comunidades indígenas de La Montaña crearon una densa red de Comunidades 

Eclesiales de Base (CEBs) en las que los participantes compartían y reflexionaban sobre sus 

experiencias de explotación económica y discriminación racial cotidiana a la luz del evangelio. 

Esta red de CEBs le permitió al clero católico, a partir de las prácticas consuetudinarias 

indígenas, constituir una poderosa red de autoridades indígenas articuladas en torno al Consejo de 

Autoridades Indígenas (CAIN). 

En los años previos a 1992, la Iglesia Católica y CAIN fueron los puntales para la 

creación del Consejo Guerrerense 500 Años de Resistencia Indígena, Negra y Popular (CG-500), 

el cual se convirtió en el principal rostro del movimiento continental contra los quinientos años 
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de colonización. El CG-500 fue pionero en articular la demanda en favor de los derechos de 

autonomía y autodeterminación para los pueblos indígenas de México. Tras el levantamiento del 

Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) en el estado sureño de Chiapas en 1994, los 

movimientos indígenas en México acompañaron a los zapatistas en una movilización y 

negociación nacional de seis años en pos del reconocimiento constitucional del derecho de 

autonomía y determinación de los pueblos indígenas. Al tiempo que el EZLN y el gobierno 

federal se enfrascaban en un proceso largo y sinuoso de negociación, las comunidades de La 

Montaña y Costa Chica tomaron la sagaz iniciativa de constituir regímenes autonómicos 

regionales – la CRAC-PC. 

La experiencia organizativa y de movilización en la Tarahumara fue distinta. A diferencia 

de las comunidades indígenas de Guerrero, en donde las organizaciones comunistas y de 

izquierda que encabezaron las principales luchas por la tierra en el sur de México tuvieron un 

papel activo, su presencia en la Tarahumara fue escaza. Si bien la Iglesia Católica ha tenido una 

presencia importante y de larga data en la Tarahumara – a través de la Compañía de Jesús – los 

jesuitas centraron su trabajo en la revitalización cultural de las comunidades y se mantuvieron 

alejados del desarrollo de redes y movimientos supralocales por la tierra o los derechos étnicos. 

La ausencia de organizaciones de izquierda y ante una pastoral social católica que no 

privilegió la construcción de movimientos sociales que articularan a las comunidades en amplias 

redes supralocales de resistencia, las comunidades de la Sierra se mantuvieron al margen de las 

grandes movilizaciones indígenas nacionales en los noventas. A diferencia de las comunidades 

del oriente de Guerrero, los pueblos indígenas de la Tarahumara no participaron en las grandes 

movilizaciones continentales contra el quincuagésimo aniversario de la Conquista. Tampoco 

participaron en la gran ola de movilización indígena desencadenada por la rebelión zapatista de 

1994, ni desarrollaron ningún movimiento significativo a favor de la autonomía y la 

autodeterminación indígena después de 1994. 

 

Diferentes resultados 

Una segunda diferencia importante es que las comunidades indígenas del este de Guerrero y de la 

Sierra Tarahumara han tenido experiencias dramáticamente opuestas al enfrentarse a los intentos 

de conquista del narcotráfico: mientras que las comunidades de Guerrero han sido capaces de 

contener a los narcos, los cárteles han colonizado violentamente la Tarahumara.  
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Inmersos en cruentas guerras territoriales por el control del trasiego de la droga, diversos 

cárteles han librado violentas batallas en la Tarahumara que han generado una estela de muerte. 

Si consideramos los asesinatos relacionados con el crimen organizado cometidos en el período 

2007-2012, la tasa media municipal por cada 100,000 habitantes en la Tarahumara fue de 53.63. 

En contraste, la tasa en los municipios de la CRAC-PC fue de 11.81 – la tasa más baja en 

Guerrero, el estado más violento de México (Trejo y Ley, 2019). 

Los cárteles y sus aliados criminales han asesinado autoridades municipales y candidatos 

políticos para obtener el control de los gobiernos locales y las poblaciones en la Tarahumara. 

Entre 2007 y 2012 los carteles cometieron siete ataques letales contra autoridades y candidatos en 

la Tarahumara. En contraste, solamente cometieron dos ataques en la región de la CRAC-PC – el 

nivel más bajo en Guerrero, el estado líder en ataques de alto perfil (Trejo y Ley 2019). 

Los cárteles y sus aliados criminales han logrado controlar procesos electorales, a la 

policía y las principales operaciones del gobierno local en varios municipios de la Tarahumara. 

Estas posiciones de poder de facto les han permitido obtener el control de las comunidades, 

reclutar a jóvenes varones indígenas y obligar a las comunidades a cosechar amapola. En 

contraste, en la región de La Montaña y Costa Chica, las comunidades han contenido en gran 

medida a los narcos. 

Como se resume en la Tabla 1, al controlar un gran número de características compartidas 

por ambas regiones en Guerrero y Chihuahua, nuestro análisis sugiere que las redes supralocales 

construidas durante décadas de movilización y las instituciones indígenas policiales y judiciales 

asociadas con la CRAC-PC podrían ser los factores clave para explicar por qué las comunidades 

indígenas han contenido a los cárteles en el este de Guerrero, mientras que los narcos gobiernan 

en la Tarahumara. Dicho esto, no obstante, se deben considerar otros posibles factores 

explicativos. 

 

Explicaciones alternativas 

Consideramos dos posibles explicaciones alternativas: primero, que la región de La Montaña y 

Costa Chica sea menos valiosa para los narcos que la Tarahumara y, segundo, que la intensa 

movilidad residencial que caracteriza a las comunidades en la Tarahumara y que dificulta la 

organización social las haga menos capaces de resistir a los narcos que sus contrapartes en el este 

de Guerrero. 
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Para evaluar el valor de las dos regiones, la Tabla 2 compara los once municipios del 

sistema CRAC-PC con sus vecinos inmediatos y cercanos, los municipios que constituyen el 

pentágono de la amapola de Guerrero (una de las principales regiones de cultivo de amapola), los 

municipios de la región de Tierra Caliente (una región no indígena similar a la región de La 

Montaña y Costa Chica) y la Tarahumara en Chihuahua. 

La información revela que Guerrero es tan valioso (o más) que Chihuahua, pero que los 

cárteles no han podido expandirse a la región bajo el control de la CRAC-PC. Un factor crucial es 

que, si utilizamos la incautación de amapola como indicador de cultivo, la información en la 

primera columna de la Tabla 2 sugiere que los municipios vecinos de la región de la CRAC-PC 

son tan valiosos como los de la Tarahumara. El cultivo de drogas, como se reporta en la primera 

columna, fue bajo en la región de la CRAC-PC porque, como se muestra en la segunda y tercera 

columnas, los cárteles tenían un alcance limitado, a pesar de su presencia activa en los municipios 

vecinos. Los narcotraficantes han buscado expandir las fronteras del pentágono de la amapola 

hacia el este de Guerrero – un terreno fértil para el cultivo de la amapola – pero han sido 

contenidos. Debido a su presencia limitada, no se han producido guerras territoriales 

significativas. Como muestra la tercera columna, el promedio de asesinatos asociados a las 

guerras del narco es entre dos y ocho veces menor en la región de la CRAC-PC que en el resto de 

Guerrero. Si bien los cárteles han asesinado a autoridades municipales y a candidatos de partidos 

locales para establecer regímenes de gobernanza criminal en la mayor parte de Guerrero, los 

ataques han sido limitados en la región de la CRAC-PC, como se muestra en la cuarta columna. 

La investigación antropológica ha descrito desde hace mucho tiempo a los pueblos 

indígenas de la Tarahumara como altamente móviles – comunidades que se desplazan 

estacionalmente dentro de la Sierra con el fin de maximizar los ingresos familiares (Graham 

1993). Las comunidades del este de Guerrero, en cambio, se consideran en gran medida como 

sedentarias, en la tradición de los pueblos indígenas mesoamericanos. Sin embargo, en los 

últimos años, ambas regiones se han vuelto más similares en términos de movilidad residencial. 

La información del censo más reciente revela que, en promedio, 2.06% de los habitantes de la 

Tarahumara declararon haber vivido en otro estado o en el extranjero en 2005; esa misma cifra 

fue del 2.0% en la región de la CRAC-PC. La investigación etnográfica sugiere que debido a su 

dependencia en la agricultura y a la disminución de los ingresos agrícolas de las últimas décadas, 

los pueblos indígenas de ambas regiones han emigrado ya sea dentro de sus respectivos estados, a 
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otros estados de la República Mexicana o al extranjero. En los últimos años, los jóvenes 

indígenas han emigrado de forma temporal a las zonas urbanas y a las fincas comerciales rurales 

de Chihuahua para cosechar manzanas. Durante décadas, hombres y mujeres indígenas de La 

Montaña han migrado a otras partes de Guerrero durante la temporada de cosecha de maíz y a 

Sinaloa y Morelos para cosechar otros cultivos (Canabal 2008). 

 

Tabla 2: Incautación de drogas y violencia del narco en Guerrero y Chihuahua. 

 Porcentaje de 

hectáreas 

incautadas de 

amapola, 2007-

2011a 

Porcentaje de 

municipios con la 

presencia de al 

menos un grupo, 

2010b 

Promedio 

municipal de la 

tasa de asesinatos 

relacionados con 

el crimen 

organizado por 

cada 100,000hab. 

2007-2012c 

Porcentaje de 

municipios con al 

menos un ataque, 

2007-2012c 

Guerrero 

CRAC-PC 

(11 municipios) 

 

130.21 0% 11.81 18.18% 

Municipios 

vecinos 

inmediatos (17 

municipios) 

 

268.09 23.53% 23.17 17.65% 

Municipios 

vecinos cercanos 

(26 municipios) 

 

1,077.52 26.92% 20.85 11.54% 

Pentágono de 

amapola 

(21 municipios)d 

 

1,077.52 76.19% 80.50 57.14% 

Tierra Caliente (9 

municipios)e 

 

933.54 100% 95.52 66.67% 

Chihuahua 

Sierra Tarahumara 

(22 municipios) 

285.32 40.91% 53.63 31.82% 

a  Sedena (2016). 
b Coscia y Ríos (2012). 
c Trejo y Ley (próximamente). 
d Grecko y Espino (2015). 
e Zepeda Gil (2018). 
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Validez externa 

Es de vital importancia preguntarnos si la historia de movilización indígena que derivó en la 

construcción de un poderoso régimen de autonomía étnica regional en La Montaña y Costa Chica 

de Guerrero, y que empoderó a las comunidades a resistir al narco, es un fenómeno específico de 

este estado del sur de México. 

La Tabla 3 presenta los resultados de un modelo estadístico que prueba el efecto conjunto 

de la movilización indígena y las instituciones locales de autonomía étnica en la violencia del 

narcotráfico en 881 municipios indígenas de México. Aunque una medida de violencia asociada 

al crimen organizado no es estrictamente una medida de gobernanza criminal, diferentes estudios 

sugieren que es más probable que surja un régimen de gobernanza criminal en municipios donde 

las guerras prolongadas del narco llevan a los cárteles a tratar de establecer regímenes de 

gobernanza criminal (Blume 2017; Trejo y Ley, 2019). En nuestro modelo estadístico, la variable 

dependiente se refiere a las muertes acumuladas en conflictos asociados a los cárteles para el 

período 2007-2012. Las principales variables explicativas incluyen 1) una medida de la historia 

de movilización indígena del municipio – un recuento acumulativo de eventos de protesta 

indígena en el período 1975-2000, cuando México experimentó un ciclo importante de 

movilización indígena – y 2) una medida dicotómica de las instituciones de autonomía étnica de 

jure (los municipios de usos y costumbres de Oaxaca) o de facto (como en Chiapas y Guerrero) 

para el período 1994-2000, cuando los pueblos indígenas desarrollaron una amplia variedad de 

arreglos étnicos locales. Controlamos por diversos factores que han probado tener relevancia 

explicativa en la literatura sobre violencia criminal (ver el apéndice en línea). 

Consistente con nuestro relato, los resultados del modelo estadístico muestran que el 

efecto conjunto de la movilización y las instituciones de autonomía étnica (movilización × 

autonomía étnica) está asociado con una importante disminución de la violencia del narco en 

municipios indígenas. Los resultados de cada componente de la interacción muestran que las 

instituciones de autonomía étnica no tienen por sí mismas un efecto individual discernible sobre 

la violencia criminal y que la movilización indígena en ausencia de instituciones de autonomía 

étnica está, de hecho, asociada con mayor violencia del narcotráfico. Estos resultados muestran 

que el efecto disuasivo de las instituciones consuetudinarias indígenas y de la movilización social 

se produce solo cuando los movimientos sociales escalan las instituciones indígenas locales al 

nivel regional. Los resultados muestran, también, que este efecto no es exclusivo de Guerrero. 
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Tabla 3: El impacto de la movilización indígena y la autonomía étnica en la violencia del narco 

en 883 municipios indígenas en México, 2007-2012 (modelo binomial negativo) 
 Modelo 1 

 Coeficiente Coeficiente 

de tasa de 

incidencia 

Instituciones de autonomía regional 

Historia de movilización, 1975-2000 0.043** 

[0.021] 

1.044 

Instituciones de autonomía étnica, 1994-2000 -0.047 

[0.339] 

0.954 

Movilización × autonomía étnica -0.051** 

[0.021] 

0.951 

Controles socioeconómicos y políticos SÍ  

Constante -20.514*** 

[6.500] 

 

Observaciones 878  

Logaritmo de verosimilitud -494.711  

BIC 1,097.864  
Errores estándares robustos, agrupados por estado, entre corchetes. 

***p<0.01, **p<0.05, *p<0.10. 

 

Gobernanza criminal: Diferentes experiencias del dominio del narcotráfico 

La Sierra Tarahumara (Chihuahua): Dominio del narco 

Durante gran parte de las décadas de 1980 y 1990, el cultivo y tráfico de drogas en Chihuahua 

estuvo bajo el control del Cartel de Juárez. No obstante, después de que el PRI (Partido 

Revolucionario Institucional) perdiera la gubernatura en 1992, el Cártel de Juárez perdió 

temporalmente la protección informal de la cual había gozado bajo el dominio hegemónico del 

PRI (Trejo y la Ley 2018). La alternancia le permitió a cárteles rivales en estados vecinos, en 

particular el Cártel de Sinaloa, impugnar la hegemonía de Juárez, lo que derivó en una guerra 

prolongada por el trasiego de la droga. Para hacerle frente a esta guerra, el Cártel de Juárez creó 

su propio ejército privado, La Línea, y los sinaloenses subcontrataron a varias pandillas y grupos 

armados locales, entre ellos Artistas Asesinos, los Mexicles, Nueva Generación y Los Salazar 

(Guerrero 2012). 

Las guerras del narco por el control de Ciudad Juárez, de sus alrededores y de la Sierra 

Tarahumara se intensificaron especialmente después del despliegue federal del ejército en 2007, 

cuando la violencia del narcotráfico se multiplicó por diez en los tres años siguientes. Una 

intervención federal integral en Juárez, que combinó la presencia militar, la reforma policial y los 

programas sociales, asestaron un duro golpe al Cártel de Juárez y el cambio en el equilibrio del 
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poder permitió que los sinaloenses tomaran el control temporal de la industria estatal de 

producción y tráfico de drogas para el año 2012. Sin embargo, los arrestos en 2014 de Joaquín 

Guzmán, jefe de los sinaloenses, y Vicente Carrillo Fuentes, jefe de Juárez, condujeron a la 

fragmentación interna de ambos cárteles y a un nuevo ciclo de sangrientas guerras territoriales, 

particularmente por el control de la Sierra Tarahumara. 

A medida que las guerras por el trasiego de la droga se hacían cada vez más intensas, los 

cárteles y los grupos criminales se volcaron sobre las comunidades, los gobiernos locales y los 

territorios de la Tarahumara. Los Salazar, por ejemplo, lograron hacerse del control de varios 

municipios de la Sierra Baja y La Línea y Nueva Generación continuaron luchando por el control 

de los municipios de la Sierra Alta. Centrándonos en los municipios en los que trabajan nuestros 

entrevistados, la Figura 2 identifica los municipios en los que Trejo y Ley (2019) y los relatos 

periodísticos de investigación de Breach (2016 y 2017a) y Mayorga (2016) proporcionan pruebas 

sólidas de que los cárteles y sus aliados criminales han infiltrado 1) el proceso político 

(asesinando a las autoridades municipales y a los candidatos de los partidos locales, obligando a 

los candidatos de los partidos a dimitir o forzando a los partidos a poner a los afiliados de los 

carteles en las listas de candidatos a las urnas para las elecciones) y 2) la policía municipal. Estas 

dos dimensiones – las elecciones y las policías locales – captan características clave de la 

conquista del narcotráfico.2 La información detallada de nuestras entrevistas anónimas nos 

permite presentar una descripción cualitativa más completa de la forma en la que opera la 

gobernanza criminal en la Tarahumara. 

                                                           
2 Debido a que las comunidades han sido silenciadas y la información es limitada en la Tarahumara, no pudimos 

desarrollar una métrica de los grados de gobernabilidad criminal para toda la región. Si bien la Figura 2 identifica algunos 

municipios donde hay fuertes evidencias de la conquista del narcotráfico, esto no implica que los municipios no marcados no 

experimenten algún nivel de gobernabilidad criminal. 
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Figura 2: Gobernanza criminal en municipios seleccionados del Bajo y Alto Tarahumara, Chihuahua, 2014-

2016. 

Nota: La gobernanza criminal se refiere a aquellos municipios en los que existen pruebas sólidas de que los 

cárteles han infiltrado el proceso político-electoral y han tomado el control de la policía municipal. 

Fuente: Breach (2016, 2017a) y Trejo y Ley (2019). 

 

Los cárteles y los grupos criminales en la Tarahumara llevaron a cabo ataques letales 

selectivos contra alcaldes y candidatos de los partidos locales para obtener el control de facto de 

los gobiernos municipales. Entre 2007 y 2014, el 44% de los municipios de la Sierra sufrió al 

menos un ataque contra funcionarios o candidatos electos (Trejo y Ley 2019). Como informó 

Breach (2016), en el ciclo electoral de 2016, Los Salazar forzaron renuncias y/o impusieron 

candidatos de su elección en el 55% de los municipios de la Sierra Baja. Por medio de asesinatos 

o infiltraciones, los grupos criminales tomaron el control de posiciones clave del gobierno local. 

Como describe Breach (2017a), con base en un informe de inteligencia militar, en el 44% de los 

municipios de la Sierra los grupos criminales impusieron a los secretarios de seguridad municipal 

de su elección y tomaron el control de la policía municipal. 
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El control de los medios legales e ilegales de violencia ha permitido a los grupos armados 

ilegales dominar las economías locales. Como informa Mayorga (2016), en la Sierra Alta, La 

Línea adoptó una estrategia abierta de reclutamiento forzado, secuestrando adolescentes 

indígenas para que trabajen para ellos. Un líder de la sociedad civil nos confió anónimamente que 

“los grupos del crimen organizado reclutan a jóvenes indígenas desde muy temprana edad para la 

siembra, cosecha y tráfico de amapola.” Los líderes indígenas locales que se oponen al 

reclutamiento forzado han pagado con sus vidas. Como nos dijo Mayorga, “Irineo, un líder de 

Guadalupe y Calvo, que trabajaba para empoderar a las comunidades locales para que resistieran 

el reclutamiento forzado de niños y adolescentes, fue asesinado.”  

Los grupos del crimen organizado también han desplazado a las poblaciones y gobiernan 

directamente los territorios de la Tarahumara. Como informa Breach (2017b), Los Salazar se han 

visto envueltos en el desplazamiento forzado interno de hogares indígenas rurales en la Sierra 

Baja. Aquellos que intentaron oponerse, sufrieron graves consecuencias. Dos activistas que 

entrevistamos y que habían tenido la valentía de documentar abusos del narco en Uruachi (Baja 

Sierra) recibieron amenazas de muerte y tuvieron que pedir medidas cautelares a la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos. 

Los grupos del crimen organizado han logrado controlar el movimiento de personas e 

información en la Sierra. Los narcotraficantes han instalado retenes armados para controlar el 

tránsito de personas y mercancías en la Tarahumara. Muchas personas han desaparecido en estos 

puestos de control y pocas se atreven a viajar de noche. Los narcos mantienen estrictos controles 

sobre el flujo de información. Por ejemplo, el líder del Cartel de Sinaloa en Guadalupe y Calvo 

estableció una red pública de Wi-Fi y la información intercambiada a través de ella es fácilmente 

interceptable (Proceso 2017). La necesidad de los cárteles de controlar la información también 

los ha llevado a atacar a periodistas. Miroslava Breach, la reportera que hemos citado como la 

principal fuente de información sobre Los Salazar, fue trágicamente asesinada en marzo de 2017 

y Patricia Mayorga, la otra gran reportera de la región y una de nuestras entrevistadas, se exilió 

unas semanas después. 

Las comunidades en la Tarahumara han sido silenciadas por el narco y sus socios 

criminales. Como un líder de la sociedad civil nos compartió: “La gente no quiere hablar de la 

violencia que ocurre en sus comunidades porque siempre hay alguien mirando o escuchando en 

las reuniones”.  



 

 23 

La Montaña y Costa Chica (Guerrero): El dominio de la comunidad 

 

Durante gran parte de la década de 1990 y principios del 2000, las industrias de producción y 

tráfico de drogas en Guerrero estuvieron bajo el control del Cártel de Sinaloa y sus ejércitos 

privados dirigidos por los hermanos Beltrán-Leyva. Tras la derrota del PRI en la gubernatura 

estatal en 2005, los sinaloenses perdieron temporalmente el acceso a la protección informal que 

habían gozado por parte de las autoridades estatales. En reacción, el Cártel del Golfo envió a su 

poderoso ejército privado, los Zetas, para disputar el control de los sinaloenses sobre Guerrero 

(Trejo y Ley 2018). El estado se sumergió en una importante guerra intestina que se intensificó 

tras la intervención federal de 2007, cuando uno de los hermanos Beltrán-Leyva fue arrestado y 

otro asesinado. Las sospechas de que los sinaloenses facilitaron el arresto de Alfredo Beltrán-

Leyva llevaron a la Organización Beltrán-Leyva (OBL) a romper con el Cartel de Sinaloa; y el 

posterior asesinato de Arturo Beltrán-Leyva llevó a la fragmentación de la OBL. Muchos de los 

jefes de las plazas locales de la OBL crearon sus propios grupos independientes y participaron en 

feroces guerras por el control del inframundo criminal de Guerrero (Kyle 2015). 

Utilizando técnicas coercitivas similares a las utilizadas por los cárteles en la Tarahumara, 

los grupos disidentes de la OBL y otros grupos criminales han establecido diferentes grados de 

gobernanza criminal en vastas regiones de Guerrero. Primero establecieron controles territoriales 

en barrios empobrecidos en la capital del estado, Chilpancingo, y en Acapulco (Kyle 2015). Más 

allá de los centros urbanos, los grupos criminales se involucraron en cruentos conflictos 

territoriales por el control del pentágono de la amapola, un área importante para la producción y 

el tráfico de drogas, como se ilustra en la Figura 3. En la región de Tierra Caliente, en la parte 

occidental de Guerrero, La Familia, el cártel dominante del estado vecino de Michoacán, y sus 

sucesores, Los Caballeros Templarios, entraron en conflictos bélicos letales por el control de los 

municipios productores de amapola en contra de grupos criminales como Los Rojos y Guerreros 

Unidos (GU), los cuales se habían desprendido de la OBL. Los Rojos y GU se embarcaron en 

fuertes disputas territoriales en el norte y centro de Guerrero; GU prevaleció en el norte y Los 

Rojos en el centro. Desde allí, Los Rojos han tratado de expandir su alcance en los municipios de 

Tixtla y Chilapa, la puerta de entrada a la región de La Montaña, y han experimentado grandes 

conflictos con Los Ardillos, un poderosos grupo criminal local. 

Aunque La Montaña y Costa Chica es una región codiciada para la producción y el tráfico 

de drogas, ninguno de los grupos del crimen organizado que luchan en otras partes del estado han 
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podido establecer su control sobre los once municipios geográficamente contiguos identificados 

en la Figura 3 que forman parte del sistema CRAC-PC. A pesar de los continuos intentos de Los 

Rojos y grupos criminales rivales de penetrar esta región, la CRAC-PC mantiene estrictos 

controles en sus fronteras exteriores. Aunque un funcionario municipal y un activista político de 

la región han sido asesinados (Trejo y Ley 2019), los cárteles no han aprovechado estos 

asesinatos para establecer regímenes de gobernanza criminal. Diferentes investigaciones 

periodísticas han documentado que por motivos de subsistencia muchas de las familias más 

pobres de La Montaña han cultivado amapola por décadas (Inzunza y Pardo 2016). Sin embargo, 

como señalaron nuestros entrevistados, son las comunidades – no los cárteles – quienes 

determinan los montos y las condiciones de producción. En otras palabras, a pesar de la 

coexistencia parcial, las comunidades han resistido y contenido a los narcos que operan en la 

región y no les han permitido establecer una gobernanza criminal en La Montaña. 

 

 

Figura 3: Municipios bajo el Sistema CRAC-PC y el pentágono de la amapola en Guerrero. 
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Resistencia social al dominio del narcotráfico: La Montaña y Costa Chica en Guerrero 

Desarrollar instituciones de autonomía étnica regional: La CRAC-PC 

En respuesta a un aumento importante de homicidios y agresiones sexuales, las comunidades de 

Malinaltepec (Montaña) y San Luis Acatlán (Costa Chica/Montaña), ambas con amplia 

experiencia de organización y movilización social, lanzaron un ambicioso proyecto de policía 

comunitaria, la PC, en 1995. Construida a partir de los sistemas de usos y costumbre y las 

tradiciones indígenas de las comunidades mixtecas, tlapanecas y náhuatl y de las redes 

supralocales que resultaron tras una década de movilización, la PC es una fuerza policial que 

proporciona seguridad en una de las regiones más empobrecidas de México, donde las 

instituciones estatales estaban ausentes o coludidas con grupos criminales. 

Elegidos por asambleas comunitarias, los miembros de la PC sirven durante dos años 

como policías del pueblo. Los vínculos supralocales que construyeron los movimientos indígenas 

les permiten a estos policías comunitarios conectarse con una red regional de policías 

comunitarios encabezada por comandantes de la PC, que también son elegidos por las asambleas 

comunitarias. Desde sus orígenes, la participación en la PC fue concebida como un servicio 

comunitario vinculado al sistema de cargo de la comunidad y no como una actividad profesional. 

Los miembros de la PC no reciben ninguna compensación monetaria, pero sí tienen acceso a 

vivienda y alojamiento gratuitos. En vez de armamento pesado, los policías comunitarios están 

ligeramente armados con rifles de madera. 

La PC fue creada como un sistema policial paralelo que funciona al paralelo de la policía 

municipal. En sus primeros años de operación, la PC entregaba a los delincuentes a los 

ministerios públicos locales. Pero cuando los miembros de la PC se dieron cuenta de que los 

agentes del ministerio público estaban coludidos con grupos criminales, dieron el paso radical de 

desarrollar un sistema judicial paralelo de facto. Montados en la estructura del CAIN – la 

organización regional de autoridades comunitarias promovida por la Iglesia Católica – los líderes 

de la PC establecieron tres Casas de Justicia (ministerios públicos indígenas) regionales, con 

varios capítulos locales, donde los comisionados elegidos por las comunidades locales a través de 

asambleas comunitarias sirven como fiscales públicos. Cuando los miembros de la PC arrestan a 

un presunto criminal, lo llevan a la Casa de Justicia, donde los comisionados inician la 

investigación. Si hay indicios de crimen, el acusado es llevado ante la asamblea de la comunidad 

donde se cometió el crimen. La asamblea comunitaria celebra una audiencia pública y decide 
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colectivamente si el demandante es culpable y la gravedad de los cargos. En el sistema de la 

CRAC-PC las penas no se pagan con prisión. Siguiendo principios indígenas de justicia y la 

doctrina católica del perdón y la reconciliación, las asambleas comunitarias buscan reintegrar a 

los criminales a través del servicio comunitario y la reeducación, impartida por los mayores de la 

comunidad. Los delincuentes pueden pasar desde unos cuantos meses hasta ocho años en este 

proceso, sirviendo a múltiples comunidades de la región bajo estricta vigilancia de la comunidad. 

En estos procesos judiciales, el Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan, 

patrocinado por la Iglesia Católica y reconocido internacionalmente, actúa como acompañante de 

las autoridades de la CRAC. 

En las figuras 4a y 4b presentamos imágenes de la Casa de Justicia de San Luis Acatlán, 

donde operan los fiscales de la CRAC y los comandantes de la policía comunitaria. 

 

 

Figura 4: (a) Casa de Justicia de San Luis Acatlán, Guerrero. b) Policía Comunitaria (PC) de San Luis 

Acatlán, Guerrero. Fotos de Guillermo Trejo. 

 

Resistir al dominio del narco 

A partir de la información que recabamos mediante múltiples entrevistas a miembros, asesores y 

acompañantes de la CRAC-PC, la Figura 5 esboza los mecanismos internos y externos de 

control dentro del sistema CRAC-PC que protegen a los once municipios del sistema de la 

conquista del narco. El gráfico ilustra cómo las diferentes instituciones comunitarias –  es decir, 
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las asambleas  y el sistema de cargos) crean incentivos para que los miembros de la policía 

comunitaria (PC) y los coordinadores de las Casas de Justicia sirvan a sus comunidades y no se 

coludan con los cárteles. También ilustra cómo las redes sociales supralocales construidas 

durante décadas de movilización social crearon la protección externa que mantiene a los cárteles 

a las puertas de los once municipios de la CRAC-PC y cómo esta protección ha servido como 

salvaguarda para la preservación de los controles comunales internos. 

 

 

 

Figura 5: Mecanismos de control interno y externo del sistema CRAC-PC. 

 

Selección efectiva 

Las autoridades de la CRAC y los miembros de la PC y sus asesores creen que sus miembros no 

se corrompen porque las asambleas comunales seleccionan a personas respetadas para sus 

trabajos. Así lo expresó un coordinador de la Casa de Justicia de San Luis Acatlán: “Como 

miembro de la comunidad, tu sabes quiénes son los buenos y los malos.” De hecho, quienes son 

seleccionados para servir en la Casa de Justicia o en la PC a menudo cuentan con una larga 

historia de servicio a la comunidad. 
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Supervisión y sanción 

En caso de que se cometiera un error y se eligiera a una persona equivocada para servir en una 

Casa de Justicia y en la PC, el sistema no se corrompe porque, como sugieren nuestros 

entrevistados, los miembros de la CRAC-PC están sujetos a múltiples mecanismos de 

supervisión. “Nosotros [en las comunidades] tenemos múltiples controles sobre nuestra propia 

policía,” nos dijo una ex-coordinadora de la Casa de Justicia de San Luis Acatlán. Un 

coordinador en funciones habló directamente sobre la corrupción: “Si aceptas dinero [de los 

narcos] y cometes actos de corrupción, te conviertes en un mal ejemplo. Se vuelve del 

conocimiento público y si eres culpable serás investigado, procesado y asignado a reeducación.” 

Saber que las sanciones comunitarias son efectivas y que hay poca impunidad en el sistema 

conmina a la mayoría de los miembros de la PC a rechazar el poder corruptor de los narcos. 

 

Vergüenza, reconocimiento y honor 

Más allá de las motivaciones instrumentales asociadas con la vigilancia de la comunidad, la 

vergüenza social y el honor arraigados en el sistema de cargos son poderosos elementos 

disuasorios de la corrupción. Como nos dijo un sacerdote católico de la región: “Los miembros 

de la PC piensan: Si me corrompo y me atrapan, enfrentaré la vergüenza social.” Quienes 

cumplen con su responsabilidad, en lugar de enfrentar la vergüenza, son condecorados con el 

reconocimiento y el honor comunitario. Este honor se traduce en un orgullo institucional – la 

honra de ser parte de una institución que es diametralmente diferente de las fuerzas policiales 

estatales y municipales y de los ministerios públicos locales. Un comandante de la PC declaró 

con contundencia: “¡Nosotros somos diferentes de la policía municipal!” Uno de los miembros de 

la PC añadió: “Para ellos todo es cosa de dinero”. Y un comandante regional de la CRAC 

elaboró: “¡El presidente municipal de San Luis confía más en la CRAC-PC que en su propia 

policía! Ellos aceptan sobornos, pero nosotros no. No cobramos por nuestros servicios y 

trabajamos con diligencia.”  

Como se ilustra en la Figura 5, la combinación de mecanismos de rendición de cuentas 

comunales y mecanismos de autocontrol individual disuaden a los miembros de la CRAC-PC de 

aceptar sobornos de los cárteles o de coludirse con los grupos del crimen organizado que buscan 

desarrollar mercados criminales y establecer una gobernanza criminal en La Montaña y Costa 

Chica. 
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Más allá del comportamiento individual de los miembros de la CRAC-PC, los 

mecanismos externos asociados con una historia de movilización social y el desarrollo de redes 

supralocales le permiten a las comunidades repeler al narco y mantener el control territorial sobre 

los once municipios contiguos de la región de La Montaña y Costa Chica bajo control de la 

CRAC-PC. 

 

Confianza e intercambio de información 

El poder policial de la CRAC-PC es el resultado de altos niveles de confianza, que a su vez son el 

resultado de una selección social efectiva de los miembros de la CRAC-PC y de la supervisión 

permanente de la comunidad. Como nos dijo un influyente clérigo de la Arquidiócesis de 

Acapulco: “Las comunidades apoyan a la PC porque confían en ella y este apoyo es su principal 

fuente de poder.” Un comandante regional de la PC lo resumió muy bien: “El arma más poderosa 

de la PC es el apoyo del pueblo; no necesitamos armas de alto calibre.” La confianza lleva a los 

habitantes a denunciar el crimen a las autoridades regionales de la CRAC-PC y a cooperar y 

compartir información con ellos. 

 

Solidaridad interregional 

Cuando las comunidades se articulan en fuerzas policiales regionales, supralocales, su poder se 

multiplica. Como nos explicó un comandante de la PC, “cuando hay una amenaza, los miembros 

de la PC de comunidades vecinas acuden a ayudarnos; en pocos minutos, tienes a todas estas 

camionetas de la PC alrededor del pueblo. El apoyo del pueblo nos da poder.” Estas redes 

supralocales de confianza y solidaridad permiten a la CRAC-PC resistir y contener a los narcos. 

Los comandantes de la CRAC-PC y los coordinadores de las Casas de Justicia no sólo tienen 

acceso a información de primera mano de cada pueblo y saben quién entra y sale de su territorio, 

sino que también tienen acceso policías comunitarias de comunidades circunvecinas para hacer 

frente a la invasión externa. Estos mecanismos externos facultan al sistema de la CRAC-PC para 

mantener estrictos controles fronterizos en su territorio y tener acceso a una fuerza 

numéricamente más grande que sus fuerzas comunitarias, lo cual disuade a los cárteles de lanzar 

un ataque importante para conquistar la región de La Montaña y Costa Chica. 



 

 30 

El sistema de la CRAC-PC también ha logrado impedir que los cárteles recluten a jóvenes 

indígenas en sus filas y obliguen a los hogares indígenas a cultivar amapolas para ellos, como lo 

han hecho en la Tarahumara. 

Como se ilustra en la Figura 6, la misma mezcla de rendición de cuentas y mecanismos 

de autocontrol que disuaden a la policía y a los fiscales comunitarios de coludirse impide que los 

jóvenes varones indígenas se conviertan en traficantes de droga o soldados del narco. Un párroco 

de la región confió: “A menudo oigo a los jóvenes advertir a sus amigos: ‘Compórtate, de lo 

contrario la CRAC-PC te va a agarrar.’” Un comandante regional de la PC capturó efectivamente 

esta mezcla de disuasión y vergüenza: “Los jóvenes saben que si se involucran en algo malo no 

llegarán muy lejos. Los van a atrapar y someter a juicio y a reeducación a través del trabajo 

comunitario.”  

 

 

Figura 6: Mecanismos de control comunitario bajo el sistema CRAC-PC. 

 

Aunque los cárteles y otros grupos criminales han desplazado a poblaciones enteras o se 

han apoderado de sus tierras para cultivar amapola en otras partes de Guerrero y en la 

Tarahumara, en La Montaña y Costa Chica pueden comprar amapola de hogares indígenas 

rurales pobres, pero no controlan la producción ni gobiernan las comunidades. Como nos expresó 

un comandante de la PC: “en las zonas más remotas y empobrecidas de La Montaña, los 

habitantes complementan su práctica de agricultura de subsistencia con el cultivo de la amapola. 

Es una estrategia de supervivencia,” dijo. Pero la vergüenza comunitaria y la perspectiva de tener 

que someterse a la reeducación con los mayores inducen a la moderación. Las familias no 

abandonan completamente el cultivo del maíz y lo sustituyen por amapola; cuando un miembro 

de la familia trata de llegar a un acuerdo más ambicioso con los narcos, la familia y la comunidad 
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lo detienen. “Una vez una mujer trajo a su hijo para reeducarlo, porque se estaba acercando 

demasiado a los narcos,” señaló un comandante de la PC. 

 

Desafíos para la gobernanza de la CRAC-PC 

A pesar de la capacidad de la CRAC-PC para contener a los narcos, podemos identificar dos 

desafíos para el sistema: las divisiones políticas internas y las violaciones de los derechos 

humanos. Entre 2013 y 2015 la CRAC-PC experimentó una fisura interna que le fue perjudicial 

cuando un grupo de asesores externos, en estrecha colaboración con el gobernador del estado, 

llevó a algunas comunidades a retirarse del sistema para crear una policía comunitaria alterna. 

Los grupos del crimen organizado aprovecharon los conflictos internos para incursionar en la 

región (Grecko y Espino 2015) pero no lograron tener una presencia permanente. Después de que 

la CRAC-PC resolviera esta fisura interna, el sistema pudo contener nuevamente a los narcos en 

los once municipios analizados. 

En municipios de reciente incorporación al sistema de la CRAC-PC,3 donde las 

instituciones indígenas y las prácticas consuetudinarias son débiles y las acciones de los 

comandantes están sujetas a controles menos estrictos que en los once municipios originales de la 

CRAC-PC, se han planteado preocupaciones sobre posibles violaciones de derechos humanos de 

los detenidos (CNDH 2016). Si bien no hay pruebas de violaciones internas generalizadas, 

cualquier abuso interno podría amenazar al sistema desde dentro. 

 

Incapaces de resistir ante el dominio del narco: La nueva conquista de la Sierra 

Tarahumara 

Mientras que las comunidades indígenas del este de Guerrero han contenido a los narcos, las 

comunidades de la Tarahumara  no han podido resistir. Usando el caso de las comunidades bajo 

el sistema CRAC-PC como un contra-fáctico, en esta sección ilustramos cómo la incapacidad de 

las comunidades de la Tarahumara para ampliar y reinventar las prácticas locales en regímenes de 

autonomía regional impidió que las comunidades estuvieran equipadas para resistir la conquista 

del narco. 

 

 

                                                           
3 A partir de 2012, una serie de municipios de las tierras altas y bajas se unieron al sistema CRAC-PC. 
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Fuertes tradiciones locales sin redes supralocales 

Al igual que las mayordomías – el sistema cívico-religioso del centro y sur de México – las 

estructuras comunitarias en la Sierra Tarahumara fusionan los cargos cívico-políticos con los 

rituales religiosos. Tradicionalmente estos cargos no son remunerados y se asume que son 

responsabilidad de los miembros más respetados de la comunidad. Aunque que las figuras 

tradicionales de autoridad entre los rarámuris – el principal grupo étnico en la Tarahumara – 

tienden a ser más exhortativas que autoritativas, dado el énfasis puesto en la autonomía individual 

y familiar, figuras informales como el gobernador indígena son fundamentales en los sistemas 

tradicionales de toda la Sierra.4 Los gobernadores indígenas presiden varias comunidades y, al 

igual que los comandantes y miembros de la PC y los coordinadores de las Casas de Justicia en 

Guerrero, son elegidos por asambleas comunitarias en las que participan todos los residentes 

adultos (Vinicio 2012). 

El mantenimiento de la armonía comunitaria es una función central de las autoridades 

indígenas de la Sierra Tarahumara. Las comunidades nombran a un policía comisionado que 

actúa como intermediario entre las autoridades municipales y las comunidades y, durante las 

fiestas anuales, las comunidades eligen a miembros de la comunidad para llevar a cabo las 

funciones policiales. Quienes cometen delitos son llevados ante los jueces indígenas locales, 

quienes escuchan sus casos y toman decisiones sobre culpabilidad y castigo basadas en leyes 

consuetudinarias indígenas. Estos jueces se ocupan exclusivamente de los conflictos civiles y los 

casos penales se llevan a los ministerios públicos. Las audiencias comunitarias están abiertas al 

escrutinio y a la participación del público. Al igual que en La Montaña de Guerrero, el énfasis 

dentro de las comunidades rarámuri de la Tarahumara está en la reeducación y reparación 

(Vinicio 2012). 

Si bien existen muchas similitudes en las estructuras comunitarios y los sistemas 

consuetudinarios de los pueblos de la Sierra Tarahumara y La Montaña y Costa Chica, la 

principal diferencia entre estas regiones es la red supralocal de movilización que le sirvió a las 

comunidades en Guerrero para escalar las prácticas comunales locales a nivel regional a través de 

la creación de la CRAC-PC. Fue esta poderosa infraestructura regional la que le permitió a las 

                                                           
4 Nuestra descripción se basa en los rarámuri, la etnia indígena predominante en la Sierra. Los Tepehuán, los segundos más 

grandes, viven principalmente en el municipio de Guadalupe y Calvo. 
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comunidades repeler al narco. En ausencia de estas redes e instituciones supralocales, en 

contraste, las comunidades en la Tarahumara no pudieron resistir la conquista del narcotráfico. 

 

Sin la infraestructura social para resistir 

Selección inadecuada 

Las fuerzas policiales estatales y municipales están formalmente a cargo de la vigilancia de la 

Sierra. Aunque estas son regiones predominantemente indígenas, las asambleas comunitarias y 

las autoridades tradicionales no tienen jurisdicción sobre las fuerzas policiales mestizas y, por lo 

tanto, no pueden participar en el reclutamiento policial como lo hacen en La Montaña y Costa 

Chica en Guerrero. En casi la mitad de las fuerzas policiales municipales de la Sierra, los narcos 

seleccionan o imponen a su propio personal (Breach 2017a) y aquellos que permanecen 

independientes no pueden hacer cumplir la ley. Por ejemplo, toda la policía municipal de 

Guadalupe y Calvo desertó después de recibir amenazas del crimen organizado (Animal Político 

2012). 

 

Supervisión débil 

Dada la falta de confianza en la policía oficial, los cárteles pueden impunemente atacar a las 

autoridades comunitarias tradicionales y la principal fuente de vigilancia interna desaparece. Los 

cárteles han asesinado a varios gobernadores rarámuri y los frecuentes ataques contra autoridades 

tradicionales, combinados con el asalto del narco a las comunidades, han colapsado los 

mecanismos consuetudinarios de justicia indígena en algunas regiones. Los ejemplos abundan. 

Grupos del crimen organizado atacaron a un ex gobernador indígena y su familia de Uruachi. 

Hoy están bajo medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En 

2016, un grupo armado robó una lista de gobernadores indígenas en Urique y Guazapares y 

comenzó a amenazarlos uno por uno (Mayorga 2016). 

 

Bajos niveles de cohesión y autoestima 

Ante la creciente vulnerabilidad de las autoridades tradicionales, aunado a la dificultad de 

comunicación dentro de la Sierra debido a los altos niveles de violencia, las reuniones 

comunitarias en donde los pueblos se engarzaban, son significativamente menos frecuentes. Un 

líder indígena lo expresó de manera muy simple: “No podemos reunirnos y ya no podemos hacer 
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nada. Nuestras tradiciones comunitarias están quebrantadas” (Mayorga 2016). Un asesor de una 

ONG en Coreachi nos dijo que en el pueblo todavía persiste un sentido de comunidad pero que 

las autoridades ya no pueden reunirse y que el sistema consuetudinario de justicia ha dejado de 

funcionar. “Aunque las leyes y tradiciones consuetudinarias aún están presentes, están bajo 

mucha presión.” 

Un resultado de esta ruptura del control comunitario es una grave falta de cohesión entre 

los rarámuri. El orgullo que los miembros de la CRAC-PC sienten por su cohesión 

organizacional y sus logros colectivos no está presente en la Tarahumara. En cambio, los asesores 

hablan de baja autoestima en las comunidades indígenas. Las historias que escuchamos no eran 

de orgullo y sentido de autoría, sino de una nostalgia preñada de un sentido de pérdida progresiva 

y de aniquilación cultural. Esto ha creado un círculo vicioso que debilita los lazos comunitarios y 

la capacidad de los pueblos para enfrentar a los narcos. El control social que antes ejercían los 

gobernadores rarámuri se ha debilitado considerablemente en los últimos años. Un asesor de una 

ONG con décadas de trabajo en Guadalupe y Calvo nos compartió que los mayores “perdieron el 

control de sus jóvenes hace muchos años.” Una trabajadora social sugirió que esto es 

particularmente evidente en la Sierra Baja, donde “los sistemas de justicia [tradicionales] no 

funcionan” y “los jóvenes ni siquiera han visto ceremonias [tradicionales].” 

 

Falta de autocontrol 

En ausencia de control comunitario y la consiguiente falta de cohesión, es muy difícil controlar la 

producción y el consumo de drogas. Durante décadas, los pueblos indígenas de la Sierra 

Tarahumara, al igual que sus homólogos del este de Guerrero, cultivaron marihuana y amapola 

para complementar sus magros ingresos. Los campesinos indígenas negociaron los términos de 

este acuerdo en un contexto donde los cárteles estaban presentes, pero no controlaban la región. 

Sin embargo, durante la última década, a medida que los sistemas tradicionales de control social 

se han ido erosionando y en algunos lugares han desaparecido por completo, el autocontrol se ha 

debilitado. Los activistas de las ONG que trabajan en la Sierra Baja nos dijeron que cuando los 

jóvenes consumidores de narcóticos no pueden pagar con dinero en efectivo, lo hacen con los 

enervantes que cultivan en sus campos o con su trabajo. 
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Sin fortaleza numérica 

Aunque las comunidades de la Tarahumara nombran a un comisionado de policía y eligen a 

miembros de la comunidad para que vigilen sus pueblos durante las fiestas anuales, no han 

desarrollado un sistema de vigilancia comunitaria regional integral como la PC en La Montaña y 

Costa Chica en Guerrero. La protección que brinda una policía municipal corrupta y pobremente 

equipada los pone a merced de los cárteles. Y la ausencia de redes sociales supralocales los deja 

sin los lazos regionales de solidaridad, sin la fortaleza numérica del auxilio de otras comunidades 

y sin la información que les permiten a las comunidades bajo el sistema CRAC-PC resistir y 

contener a los narcos. 

 

Conclusión 

Si bien es cierto que las leyes y tradiciones indígenas consuetudinarias pueden ser instrumentos 

institucionales invaluables para la provisión de bienes públicos, en este artículo hemos 

argumentado que estas estructuras comunitarias son insuficientes para resistir la conquista del 

narco en los pueblos indígenas de México. Como lo sugiere nuestra comparación de las 

comunidades indígenas en Guerrero y Chihuahua, la articulación institucional de las leyes y 

tradiciones consuetudinarias indígenas comunitarias en regímenes de autonomía regional – 

resultado de décadas de movilización indígena – es el factor decisivo para distinguir entre 

experiencias de conquista y resistencia efectiva. Al ampliar las prácticas comunitarias de toma de 

decisión colectiva, participación y rendición de cuentas hacia un poderoso sistema regional 

policial y de justicia indígena, las comunidades y movimientos indígenas y sus aliados católicos y 

laicos de izquierda en la Montaña y Costa Chica en Guerrero construyeron la infraestructura 

social que les ha permitido resistir al narco. 

A nivel macro, nuestros hallazgos muestran que los movimientos sociales y sus aliados 

pueden desempeñar un papel crucial en la ampliación de las prácticas efectivas de gobernanza 

comunitaria indígena a nivel regional, donde la provisión de seguridad pública es más efectiva. 

Como sugiere Tarrow (2010), la ampliación de exitosas prácticas organizativas de base a 

espacios regionales mayores requiere de una coordinación, intermediación y reimaginación 

efectivas que permitan la reinvención de las fronteras comunitarias. La experiencia de la CRAC-

PC revela que el diálogo entre las comunidades indígenas y sus aliados católicos y de izquierda 

fue crucial para transformar las leyes y tradiciones consuetudinarias en poderosas instituciones 
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étnicas regionales. Al contrastar la experiencia de resistencia de la CRAC-PC con la conquista 

del narcotráfico en la Tarahumara, es claro que el proceso político de ampliación organizativo e 

institucional en La Montaña y Costa Chica en Guerrero no sólo ha contribuido a desarrollar un 

orden social comparativamente pacífico, sino que también ha facilitado la supervivencia cultural 

de las leyes y tradiciones consuetudinarias de los pueblos indígenas. 

A nivel micro, la experiencia del sistema CRAC-PC muestra que cuando las comunidades 

seleccionan a miembros de la comunidad para que sirvan como agentes policiales y desempeñan 

un papel activo para vigilar y exigirles cuentas a estos agentes, la necesidad de 

profesionalización, compensación material y armamento se vuelve secundaria. La experiencia de 

la CRAC-PC también demuestra que la policía no puede separarse de las prácticas judiciales. La 

labor policial es más eficaz cuando las comunidades desempeñan un papel central en la selección 

de los fiscales locales y en la vigilancia de sus acciones. Lo que es más importante, la experiencia 

de la CRAC-PC sugiere que las comunidades no deben simplemente delegar las prácticas 

policiales y judiciales a profesionales; si se quiere lograr la paz y preservarla, las comunidades 

deben estar al frente y en el centro de las instituciones y prácticas policiales y judiciales. 
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